
JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACION 

Por el Dr. Rafael DE PINA, Director 
del SeManrio de Aplicación Juridica. 

1) La representación & los menores. 2)  Q w j a  en el ompwo. 3)  Co~petencia del 
Tribunal Cdegiodo de Distrito. 4) El destino de la cosa arrendada. 5) Audiencia 
en la iwestigación sobre accidenks de auMZón. 6 )  Poderes del representante 
comú",' ?) La ca¿ucidBd es el amparo. 8) Las diligencias para mejor proueer. 

1) Lo regresentación de los menores.-La Suprema Corte ha conocido, en fecha re- 
lativamente reciente. y resuelto, un curioso caso referente a la representación 
de wi menor en un juicio sobre reclamación de alimentos. 1 

Ha declarado (por mayoría de tres votos) que si está acreditado que un me- 
nor vive en la casa y bajo la custodia y atención de su abuela, debe establecerse 
que a ella le corresponde el derecho de representarlo en juicio para reclamar alimen- 
tos, pues si bien el derecho de representar en juicio al menor corresponde a quien ejer- 
ce la patria potestad, y de acuerdo con los artículos 276 y 380 del Código Civil de San 
Luis Potosi, sólo a falta de los padres entrarán en ese ejercicio los abuelos (criterio 
legal que.coincide con el del Código Civil para el Distrito Federal). tal falta no puede 
entenderse exclusivamente por la muerte o la perdida del derecho ?ara ejercerla por 
parte de los padres, sino que hasta simplemente el abandono de hecho del menor para 
que se estime que faltan los llamados preferentemente y que la patria potestad la 
ejerza la persona con quien vive dicho, menor, porque de otra modo se llegaría al 
absurdo de que los menores jamás podrían demandar alhebtos de sus padres. si es 
que éstas no han perdido el ejercicio del derecho de la patria potestad. 

Los hechos a que se refiere la ejecutoria de la Suprema Corte son los siguientes: 
Por escrito de 11 de agosto de 1951 y exhibido ante la Sala Segunda del Tribunal 
Superior del Estado de San Luis Potosi, el señor Alfonso Hemánder, por su propio 
derecho, onirrió ante la Suprema Corte de Justicia demandando amparo directo en 
contra de actos de la mencionada Sala y del C. Juez Primero del Ramo Civil de la 
- 

1 Directo 581611951. Resuelto el 7 de diciembre de 1951. 
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ciudad de San Luis Pfitosi, actos que hizo consistir, por lo qiie se refiere a la prinicra 
de las autoridades citadas, o sea a la Segunda Sala del Tribunal Superior nicricionado, 
en la sentencia dictada con fecha 21 de julio de 1951, eii el toca relativa a la apdaciiin 
interpiiesta por el niisiiio qucjoso contra la sentencia dictada por el Juez Primero del 
Ramo Civil en el ji~icio extraordiiiario que por aseguramiento y pago de alimentos 
proniavió la señora hfuria Luisa Alvarer de Ramos en contra del propio quejoso, 
en representación de la niciior, sentencia, la de segunda incta~icia, que confirrnó en 
todas sus partes la proniinciada en priniera, quc fue en el sentido de condcnnr al ape- 
lante al pago de tina pensiini alimcritirin. Po r  lo que se rciierc al Juez de primera 
iristariria los actos reclaniadoc se hacen consistir en la ejeciiciúii rlc diclia sentencia. 

El  deman<lndo ol>iiiu cli su coiiteitaciún las excepciones <le roca jiirgnda g faltn 
iie pcrsa~i:ilidad del :icior, qiie fueron desestimadas por el J u e ~  y que la Sala recha.:;~ 
tanibién en la seairida instancia. 

.Al formul;ir iils agravios en el amparo cl qiiejoso seíiali,, en primer término 
el rle no haber triii<lo rii riienta la S:iln la existencia de la rosa juzgada, que <Irl>e 
consi<lrrarse infiiri<lndo, srgiin la Suprema Corte, por no ser cicrta, puesto qiie lo 
que i>currii> es que frie <Irsesli~iin<la coiiio en la primera iristaricia. 

En el caco, el Trihuiial de apclaciúii, al considerar el primcr agravio que adujo 
el apelante y quejoso g qiie Iiizo ioiisistir en qiie el fallo de primera iristniicin no tom6 
en cotisideración In exrepcióii ile cosa juzgada que opuso, lo declara iniiiiidndo, ba- 
sándose para ella en ~ I I F .  por ejecutoria de 23 de septiembre dc 1938, el Supremo Tri-  
hilinl <le Jiisticia dcl Ent;ido <Ir San Luis Potosi, nl rssolver el toca relativo a la 
apelacihn dc diverso jiiirio <le <liirorcio etitahla<lo entre los padres <le la riicnor, dccretí, 
absolver al señor II~rnáiiilez del pngo de alimentos definitivos en favor dc In citarln 
menor. 

Eii el scguti<lo cr>iirepto de violaciúii sc expresa qiie en los términos de los ar- 
tículos 372 y 374 del Cócligo Civil del Estada de San Luis Potosi, los Iiijos menores 
de edad no emancipados deben estar bajo la patria potestad, rnieiitras exista alguno 
de los ascendientes que deba ejercerla conforme a la ley, siendo ellas en primer tér- 
mino el padre y la madre y que solarnentc en defecto <le éstos podrá pasar el referido 
der-clio x la persona de los abuelos paternas y a faltn de éstos tambi(.n, a In de los 
abuelos maternos. Qiie en el presente raso, la tnrnor María del Carmeri Heriiátidez 
conserva a su nindrr, la señora Leonor Ramos de Herriánder, que por lo tanto, 

resulta indiscntible ciire iio debe ser represeiitadr por su abuela señora hparia Luisa 
Alvarer de Ramos, romo acontece en el juicio en cuestión, raz6xi Iior la que detiú 
haberse declarado procedente la excepcióii de falta de persoiialidad que opuso opor- 
tunamente. 

En el tercer coiicepto violatorio se indica que una de las funciones de la patria 
potestad que establece el articulo 387 del Código Civil del Estado de San Luis Potosi, 
es la de representar a los menores en juicio por la persona que la ejerce, y que en 
el caso, viviendo la señora Leonor Ramos de Hernández, madre de la menor para 
quien se reclaman los alimentos, es incuestionable que d referido derecho le corres- 
ponde a ella y no a la abuela señora María Luisa Alvarer de Ramos, que es la de- 
mandante. Qce por este concepto también debió el Juez del conUmieiito declarar pro- 
cedente la excepción de falta de personalidad que oportunamente opuso. 
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Por Gltimo, en el cuarto concepto de violación, se indica que en el caso no. 
existe ningyna de las formas de terminación, pérdida o suspencióti de la patria po- 

. . testad, en las téiminos de los artículos 403, 404 y $07 del Código Civil d i  San Luis 
Potosi; que dicha patria potestad, respecto de la menor Maria del Carmen Hernández, 
la conserva la señora Leonar Ramos de Hernández, que es su madre, y que por lo tanto 
es quien debe representarla en juicio y no su abuela, la señora Maria Luisa Alvarer 
de Ramos, que es quien la representa. Que por este otro concepto también es proce- 
dentela excepción de falta de personalidad y que al no haberlo considerado así la 
Sala responsable viola en su perjuicio las garantías consagradas en los artículos 14 
y 16 de la Constitución Federal. 

Los conceptos de violación aducidos por el quejoso eii los puntos segundo, tercero 
y cuarto del capitula relativo de su demanda de amparo se estiman infundados por la 
Suprema Corte, pues la Sala responsable -a juicio de dicho Alto Tribunal- no infrin- 
ge 13s garantias a que se refiere, por el hecho de haber reconocido a la señora Maria 
Luisa, Alvarer de Ramos personalidad juridica para reclamar, en favor de la menor 
Maria del Carmen Hernández, la pensión alimenlicia que está obligado a proporcio- 
narle el padre de la misma. En efecto -dice-, en el considerando tercero de la 
sentencia impugnada, .al analiza; los agravios segundo, tercero y cuarto que el 
apelante y después quejoso hizo valer en contra de la resolución del inferior, y con- 
sistentes en que dicho inferior no tomó en consideración la falta de personalidad de 
la demandante, que alegó como excepción, la Sala responsable, transcribe los ra- 
zonamientos que el Juez del conocimiento tuvo para declarar infundada la excepción, 
y que textrialmente con las siguientes: 

"Exacto que el ejercicio de la patria potestad, conformk a las fracciones del 
articulo 374 del Código Civil, se ejerce sucesivamente por el padre y la madre; por 
el abuelo y la abuela paternos, y por el abuelo y la abuela maternosy que cuando no 
haya persona que deba ejercer la patria ~otestad se debe proveer a la representación 
legal, por medio de la institución civil de la tutoría, a los menores. Sin embargo, 
el articulo 380 del código Civil establece que se entra al ejercicio de la patria po- 
testad por falta o impedimento de los llamados preferentemente, siguiendo el orden 
establecido por la ley y esa falta o impedimento debe entenderse en una forma gene- 
ral, como cualquier abandono que hagan los padres de los hijos o imposibilidad ma- 
terial que tengan los ~ a d r e i  para atender a la representación legal de éstos, y así, 
tomando también en consideración el principio sustentado por el articulo 404, frac- 
ción IV, del Código Civil, aunque este juicio no versa sobre la declaración de pérdida 
de la patria potestad, y reconociéndose, por no ser punto debatido en el juicio, que 
la menor Maria del Carmen Hernández se encuentra en la casa y bajo el cuidado, 
guarda y atención de la señora Maria Luisa Alvarez de Ramos, su abuela, en virtud 
de las causas de separación de los padres, que se reconocen por el demandado, cs de 
concluirse qqe en el caso y para los efectos de demandar a los padres, la abuela, en 
quien surten efectos los derechos y bbligaciones de la patria potestad, de hecho,, si 
puede representar legalmente a la menor para demandar por alimentos, como se de- 
manda al señor Alfonso Hernindez, pues no podría sostenerse el criterio de que la 
obligación alimenticia de los padres, a cargo'de ellos, sólo pudiera reclamarse por uno 
contra otro por el sólo hecho de que vivan y no obstante estar comprobado que no se 
han preocupado en forma alguna por proporcionar alimentos a la menor o proveer 
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siquiera como legalmente estaban obligados también a representarla para ejercitar sus 
derechos. Este criterio se confirma por el articulo 276 del Código Civil en cuanto 
concede acción para pedir aseguramiento de alimentos al acreedor alimentario, el 
ascendienie, tutor, hermanos y Ministerio Público pues toma en coiisideración la na- 
turaleza especial de la ohligación alimentaria, su necesidad notoria y su urgencia vital. 
y se dice que sustenta este criterio tal precepto, p r q u e  de él se deduceque la Ley 
concede mayor importancia a que sc provea a la subsistencia de los menores que a la 
facultad de quicnes designa *ara que ejerciten la acción asegurativa alimeutaria. .4si, 
pues encontrándose en el caso probado que la señora María Luisa Alvarez viuda de 
Ramos tiene eii sli poder y atiende en sus necesidades a la menor María del Carnieii 
Hernández y comprobado que es abuela materna de ésta, eso es suficiente para que 
se coiisidere que tiene personalidad jurídica para representarla en este juicio, más aún 
cuando la demanda la entabla contra tino de las ascendientes, que debía y no lo hace 
de hecho, ejeicer la patria potestad sobre la menor, y por el contrario ha desatendido 
las obligacioiies civiles que tiene para con ésta. Par tales consideraciones legales, es 
de recolvers~ en el sentido de que la actora tiene personalidad acreditada para compa- 
recer al juicio." 

La Sala responsable manifiesta eti la sentencia recurrida, que hace suyos y re- 
prodiice los rizonamientos del inferior, "afirmando que la demandante como abuela 
de la menor Maria del Carmen Herriández, tiene personalidad jurídica para repre- 
sentarla en el juicio, si se considera, especialmerite. que al establecer el articulo 380 
del Código Civil que solamente por falta de los llamados preferentemente entrarán al 
ejercicio de la patria potestad los que siguen en el orden dc la ley, ello no quiere 
decir que tal falta sea forzosamente la muerte del ascendiente como lo pretende y exige 
el apelante, sino una falta material, de hecho, como su negativa, su ausencia, su ;ibari- 
dono, que traigan, como ahora, la imposibilidad material de comparecer en nombre de 
la menor; abandono de la madre que en el presente caso, es hasta motivo suficietite 
de pérdida de la patria potestad, de cotiformidad con el articulo 404 del Código Civil, 
y, por último, que humana y legalmente debe atenderse preferenteniente a la subsic- 
tencia material de los menores, siendo esta la razón por la cual el artículo 276 del 
Código Civil, no da sólo la accibn para solicitar de éstos a los ascendientes que de 
hecho los tetigaii bajo ni patria potestad, sitio también a los hermanos, a los parielltec 
y colaterales niás lejanos, al tutor y aún hasta el Ministerio Público. debiendo nn- 
tarse que esta disposición legal no establece ninguna preferencia entre los titulares de 
la acción alimenticia, siendo ello razonable -u opinión de la referida Sala- toda 
vez que de la niinistración oportuiia de los alimentos, depende la conservación de la 
salud y la vida de los ineiiores a quicnes no se puede ni debe dejar de alimentar con 
oportunidad y diligencia. 

Estima la Sala Civil de la Suprema Corte de Justicia que las consideraciones 
de la Sala correspondiente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de San 
Luis Potosi son, por si solas, lo siificientemente explicitas para dejar evidenciado 
que, en el caso, no se violan las garantías individuales del quejoso par el hecho de 
que se le haya reconocido personalidad a la demandante, señora Maria Luisa .41- 
varez de Ramos para promover juicio dr alimentas en favor de su nieta, la menor 
Mafia del Carmen Hernández, pues si bien ésta tiene a sus padres que no han llegado 
a perder el ejercicio del derecho de patria potestad respecto a ella, estando acre- 



ditado que la aludida menor no vive al lado de su madre, sino que está en la casa 
y bajo la custodia y atención de su abuela, la señora Maria Luisa Alvarez de Ramos, 
debe establecerse que el derecho de reclamar alimentos para la citada menor asiste 
a la referida abuela, pues de acuerdo con los artículos 276 y 380 del C6digo Civil, 
que se invocan, a falta de la madre corresponde a la abuela la representación de la 
menor, teniendo en consideración que dicha falta no estriba necesariamente en la 
muerte de la madre o la pérdida de los derechos de ésta, para que la abuela entre 
en ejercicio de la tafria potestad, sino que este derecho le asiste por la sola fd ta  
material, abandono de la madre, ya que de otra manera se llegaria al absurdo de que 
los menores no podrían demandar alimentos de sus padres, si es que estos no han 
perdido el ejercicio de la patria potestad sobre ellos, aun cuando los abandonen y 
no atiendan a sus necesidades. 

En el caso que anotamos ha habido una perfecta unanimidad entre el Juzgada 
de Primera Instancia de la ciudad de San Luis Potosi, el Tribunal de Segunda Ins- 
tancia del Estado y la Suprema Corte, en apreciar la solución. Sin embargo, a nuestro 
juicio. se ha cometido un evidente error al no estimar la existencia de la falta 
de personalidad de la demandante. La representación en juicio de los menores some- 
tidos a la patria potestad no puede ostentarla más que quien la tenga, y mientras 
la conserve. salvo el caso de oposición entre los infereses del titular de la patria 
potestad y los del sometido a ella. En el caso debatido, por ot'ra parte, se ha descano- 
cido la posibilidad legal del nombramiento de un tutor interino para demandar sobre 
los alimentos del menor. 

La tesis sentada por la Suprema Corte en este caso es -salvando todos los res- 
petos que merecen los dignos magistrados que la han fomulado- atrevida en ex- 
tremo y, dese luego, infundada. 

2) Quejo en el ampwo.-De, acuerdo con el criterio sustentado por la Sala de 
lo Civil de la Suprema Corte. 2 cuando en la ejecución & la sentencia que conce- 
dió el amparo la autoridad responsable comete nuevas violaciones a las gárantías 
individuales, en su segunda resolución, debe intentarse otro nuevo juicio wnstitu- 
cianal y no el recurso de queja, puesto que se trata de violaciones completamente 
distintas a las que fueron objeto del juicio de amparo anterior. 

La solución es, desde luego, correcta, pero, en casos semejantes, habria que 
pensar en qué cabe hacer para evitar que la autoridad responsable de que se trate. 
siga cometiendo violaciones de garantías individuales a¿ por mayor, y obligando a los 
particulares a promover juicios y más juicios de amparo para remediar los atrope- 
llos que contra ellos se cometen, poniendo un limite a situaciones que, como éstas, 
constituyen una verdadera y lamentable anormalidad 

* 
3) Competnicia del Tribusd Colegiado de Dirfrito.-La Sala de lo CNil de la 

Suprema Corte ha declarado3 que si en la revisión de un juicio de amparo en que 
se impugna Una ley por su iuconstitucionalidad, no se alega como agravio ésta, no se 
surte la competencia de la Suprema Corte para conocer del recurso y debe pasar el 
negoc3o al Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda. - 

2 Queja 378/1951. Reeuelta el 21  de enero de 1952. 
3 Revisión 4751/1950. Resuelta el 21 de enero de 1952. 



4)  E1 destin<> de l i ~  cose arreizdada.-Las cuestiones relativxs al contrato de arren- 
daniiento de fincas urbanas tienen una gran iinportincia, no si lo jurídica, sino 
también social. La legislacii\n de alquileres requiere iin especial ciiid;ido en su in- 
trrprctación y aplicacifin, con el fin de dar una solucióti satisfactoria, desde el punto 
de vista de la jiicticia, a las grnviciniac curstiones que prcsenta eri In realidad. 

La Sala Aiixiliar dc In Siipicni:~ Corte Iia rcsuelto recientciiiente uno dc cstac 
casos difíciles, con un espíritu ~,roiiiiidaii,eiite liumano, q<ie sicnipre ca coinpatiblc 
con el respeto a la ley. 4 

El  acto reclamado rn rstc aniIiar<, consistió eri sentencia dciinitira dictada por 
el Juez  hlixlo Primero de I'az de .\l&xicu (D. F.)  en juicio de rescisiúti de coii- 
trato de arrendaiiricrito. cn el ciial i i ié  drscstirnad;~ la denianda. 131 de~iiaiidado lo 
iué para In rcscisibti drl contrato de nriendaririeiito por Iiaber dedicado la localidad 
no rxclusivarncrile para Iiabit;ición, sirio iitilizándoia tambiin para rraliznr en ella 
trabajos de reparaciúii de calzado. Fitiidú cl Juzgado su desestimación de la demanda 
en qiie el liecho dc quc cl clerii~qdado tuvicra en la accesoria arrendada iin banco de 
znpatel.0 iir> constitiiin 1:i causa iiiui>cnd;i por el adur,  piiesto que el articiilo 19, 
inciso B del Urcreto dc 30 de Dicieiiibre <ir 1948, relativo a arrendnmicntos, prorrog" 
los contratos dc  10s locales o«ip<los por trnb;ija<lores a domicilio, en cnyn catrgo- 
r i ;~  iiicliiyó al dcrnandido. 

La Sala Auxiliar de la Suprciiia Carle reconoce eii la ejrriitoria que niega el 
anipziro de In justicia €eder:il al <lemandante, que es costunibre <Ic la fatililin prole- 
taria 'mexicana el realizar divcrsos trabajas dentro de la localidad qiie le sirve de 
linbitación, sin qiie con ello sc altere el destino de 1:i finca. Por lo tanto, según cl 
critcrio qiie siciitn respecto al caso debatido, cuando el inquilino se sirve de la casa 
arrenclnda, principalmente, para hahitatd;~ con sus farniliarec, aiinqiie realice en el 
loc;il Iial>itación trabajos propios iIc sil i:iEdacl de trabajador a domicilio (forma 
rle trabajo adniitidzi por la Ley Federal de esta materia), si esta actividad es com- 
~>atible con Inc funciones ~>rol>ias drl liogar e iiiucua para la finca, iio puede decirse 
que h;iy;i canihiado el rlestiiio de la 1or;ilidnd y dcbe concluirse que cc cumple la 
cláiisi~la del contrato qiie establece que se destine la casa para habitarla. 

La sentencia que anotamos llevará a muchas familias dc humildes trabajadores 
a domicilio In segurida<l que niereren eri el goce de siis modestisimas viviendas. 

5 )  Audiencia EFI Ia inve~iLga~i<ín  sobre nccidentes'dc oz~iorión. 
L a  Sala Administrativa Iia dcclaradu -acertadainenle- que aunque la investi- 

gaci6ii de un accidente de aviacióii sc Iinya iniciado bajo la vigencia del articulo 366, 
actualmente derogado, de la Ley de Viac Generales de Comunicación, que faculta 
a la Secretaria de Cwnunicacioncs y Obras Públicas, discrecionalniente, para oir o 
no a los intcrecadoc, al entrar en vigor el articulo 358 de 12 reforma que establece la 
obligación de que la investigación se lleve a cabo con audiencia de los interesados, 
la referida Secretaria está obligada a dar a los interesados, con la amplitud debida. 
la intervención oportuna, sin que pueda admitirse qué no pueda darse aplicación 
retroactiva al preccpto actualmente en vigor, pues además de que el mismo rige para 
el futuro, tratándose de una situacibn que es de orden público, creada en beneficio 

4 Directo 4196/1949. Kesuelto el 24 de enero de 1952. 
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y no en perjuicio de los interesados, no se viola por ello el articulo 14 de, la Cons- 
titución Federal, cuyo dispositivo es claro y categórico. 6 

En realidad, cuando se aplique el precepto derogatorio del que permitía a la 
Secretaría de Comunicaciones proceder sin audiencia dé los interesados a 16s actos 
que hayan de cumplirse en un expediente administrativo con posterioridad a la fe- 
cha del precepto que exige la audiencia aunque la incoación d e l  expediente sea an- 
terior, no se puede técnicamente hablar de aplicación retroactiva, sino de la aplica- 
ción inmediata que es característica de las normas del procedimiento, sea éste ad- 
ministrativo o judicial. 

La pretensión de la Secretaria de negar el derecho d i  sudirncia a las interesa- 
dos, aparte de que carece de fundamentación, resulta profundamente arbitraria, por- 
que de esta audiencia no pueden deducirse, en ningún caco, ni perjuicios para la 
Administración ni para los particulares, pudiendo contribuir a la mejor resolución 
del caso. 

Todo ello sin olvidar que la retroactividad de la ley que la Constitución pro- 
hibe, es la susceptible de causar perjuicio y no la que, como en este caso, lo es 
de causar beneficio a la Administración, en cuanto con ella cuenta con elementos de 
información que contribuyen a una resolución justa, y a los particulafes, en cuanto 
les permite una defensa eficaz de sus intereses legítimos. 

6) Poderes del representante co»rÚn.-La Sala Administrativa de la Suprema 
Corte ha afirmado la tesis -desde luego, a nuestra manera de pensar, correcta7 
de que el representante común, sin autorización expresa de los demás quejosos, no 
puede desistirse, a nombre de éstas, del juicio de garantías. En su virtud, semejante 
desistimiento sólo puede surtir efectos respecto a los actos que en lo personal, re- 
clama de las autoridades responsables. 6 

Esto obliga a que, respecto de sus representados, deben estudiarse los agravios 
propuestos en la revisión. 

La naturaleza de la función que está llamado a cumplir el "representante ea- 
mún en el juicio de amparo, no autorizaba otra conclusión frente 3 la cuestión 
planteada a . la  Sala. Por otra parte, el '"representante común", como el titular de 
cualquiera otra manifestación de la representación en el proceso, no puede ejercer 
en éste otras facultades de disposición procesal, que las que expresaquite se derivan 
de la ley o de la voluntad de sus representados, 

7) La caducidad en el amparo.-El articulo 5' transitorio de las reformas a la 
Ley de Amparo introducidas el 30 de diciembre de,1951, autorizó el sobreseimiento 
de todos los juicios que se encontrasen en aquella fecha en trámite o pendientes, 
siempre que se tratase de actos reclamados procedentes de autoridades civiles o 
administrativas y siempre que no estuviese reclamada' la inconstitucionalidad de una 
ley, si la parte agraviada no prgmoviese, por vez primera, dentro de ciento ochenta 
días consecutivos, contados a partir de la f e c h e n  que entraron en vigor las reformas, 
y despues de acuerdo con la fritcción V del artículo 7 4  de la cida Ley. 

5 Revisión 1489/1951. Resuelta el 8 de febrero de 1952. 

6 Revisión 3152/1951. Resuelta el 18 de febrero de 1952. 
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L a  Sala de Trabajo Iia declarado a este respecto 7 que estas disposiciones -que, 
en realidaa, no tienen otra finalidad qiie acabar con el "rezago"- no son aplicables 
en materia de trabajo. E n  los amparos laborales, por lo tanto, n o  procede el sobre- 
seimiento a que las repetidas normas hacen referencia. 

Desconocemos el grado de eficacia que haga podido tener la fórmula adoptada 
para alcanzar el propósito indicado, aunque suponemos que no haya sido el que 
se esperaba, porque el "rezago" tiene causas más profundas de las que pueden ser 
remediadas con iónntilas c a m  la llevada a la Ley de Amparo. 

Esta ley no sirve, ciertamente, a los fines del amparo, ni con la eficacia,-ni con 
la celeridad deseables. La necesidad de una reforma de fondo de esta ley es cada 
día más apremiante para que el juicio de amparo *ue tan merecido arraigo tiene 
en el llaic-, sea, romo debe ser, un método que garantice rápida y eficazmente los 
derechos de quienes acudan a la justicia federal en defensa de sus legítimos inte- 
reses. 

8 )  Los diligenciar para nleiur proueer-Una vez más la Suprema Corte de 
Justicia ha tenido la necesidad de pronunciarse sobre la naturaleza de las diligen- 
cias para mejor proveer, que los asesores de las partes toman, a veces, como pre- 
texto para plantear amparos desprovistas de la más elemental fundamentación. 8 

En esta ocasión la Sala del Trabajo ha repetido que como dc acuerdo con el 
articulo 532 de la Ley Federal del Trabajo, qiie puede aplicarse supletoriamente en 
los juicios ante el Tribunal de Arbitraje (establecido en el Estatuto de los trabaja- 
dores al servicio de la Federación) es potestativo para los representantes del capi- 
tal y del trabajo solicitar la práctica de diligencias para mejor proveer, no puede 
de manera alguna alegarse c o m  violación constitucional que los componentes del Tri- , 
bunal de Arbitraje no hayan acordado la práctica de diligencias de esta naturaleza. 
puesto que la disposición legal citada les otorga una facultad, pero no les impone 
una obligación. 

Las diligencias para mejor proveer, segiin la Ley Federal del Trabajo, están 
autorizadas con una amplitud que excede a la de las mismas en el procedimiento ci- 
vil. Las Juntas pueden acordar la práctica de estas diligencias, sin limitacilin alguna 
respecto a los medios utilizables, siempre que estimen que necesitan "mayor instruc- 
cibn" para resolver con mejores garantías de acierto el caso sobre el que hayan de 
decidir. No están, sin embargo, obligadas a decretarlas en cualquier ocasibn en que 
las partes las soliciten, pues se trata de una atribución que a ellas únicamente les 
corresponde, y ni siquicra ésta solicitud cae dentro de las faciiltadec de las partes. 

La apreciación de la necesidad de la práctica de providencias para mejor proveer 
pertenece exclusivanietiic a las Juntas (eii el proceso laboral), Cuando las partes 
formulan el requerimiento para que se acuerden diligencias de esta clase ejercen 
una iniciativa desprovista en absoluto de fundamento legal y la resolucibn que la 
rechaza no les priva de ninguna facultad procesal que deba ser tutelada. 

Durante mucho tiempo, en virtud del predominio del principio de dicpositivi- 
dad predominante en el procesa -de l  que las diligencias se consideraban como una 
- 

7 Directo 9561/1950. Resuelto el 25 de febrero de 1952. 

8 Directo 5714/1951. Resuelto el 29 de febrero de 1952. 



excepción o limite- los jueces civiles se manifestaban poco inclinados a acordar 
diligencias de esta naturaleza, porque los litigantes las consideraban, generalmente, 
como una manifestación de parcialidad del juzgador, cuando en realidad debieran 
siempre tomarse como inssradas en un plausible deseo de acierto en los fallos, pero 
en la  actualidad el valor de ellas y su verdadera significación ha hecho que se 
utilicen con más frecuencia y que en algunos proyectos legislativos se les dé una am- 
plitud mucho mayor que la que tradicionalmente han tenido. 

Las diligencias para mejor proveer son un instrumento valiosísimo del que los 
jueces pueden hacer un uso discrecional, sin que las partes estén autorizadas para 
pedirlas o sugerirlas. puesto que ellas tienen en la ley procesal los medios encami- 
nadas a la prueba de los hechos o actos que les interesen, sin necesidad de inmis- 
'cuirse en cuarifo a los poderes de los jueces (en el casa anotado, de las Juntas) en 
, relanón con esta materia. 
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